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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto para que se adicione el artículo 900 bis al Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y para que se adicione un párrafo al artículo 28 de la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual se propone que los acuerdos celebrados ante el Centro de Medios Alternos, puedan ejecutarse ante un órgano jurisdiccional.

Planteada por la Diputada Verónica Boreque Martínez González, del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 29 de Mayo de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Lectura del Dictamen: 13 de Noviembre de 2018.

Decreto No. 93
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 95 / 27 de Noviembre de 2018.

inicIativa con proyecto de decreto PARA que SE ADICIONE EL ARTÍCULO 900 BIS AL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y PARA QUE SE ADICIONE UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 28 DE LA LEY DE MEDIOS ALTERNOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZALEZ.
H. PLENO DEL CONGRESO
DEL ESTADO DE COAHUILA 

PRESENTE.
ANTECEDENTES Y EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.
Justo hace una década vio la luz la reforma en materia penal, en la cual se introdujeron los mecanismos alternos de solución de controversias al artículo 17 de nuestra Carta Magna, esta reforma resaltó el auge que ya se percibía en los temas relacionados a la necesidad de legislar respecto a estos mecanismos; algunos de los avances y beneficios ya probados desde entonces como lo son el fomento al respeto de la voluntad de los interesados, la celeridad y economía en los procedimientos, la depuración de la impartición de justicia, entre muchos otros, permitieron que rápidamente el enfoque penal de esa reforma cautivara a otras materias del derecho como la mercantil, familiar, civil y laboral. 
Recientemente son innumerables los actores de la vida social, política y económica del país, que se han pronunciado a favor de contar con una misma ley de observancia nacional para el resto de las materias del derecho, que a la vez homologue los criterios con los que operan los mecanismos alternos de solución de controversias en las legislaciones estatales.
Coahuila destaca a nivel nacional por contar con un cúmulo de leyes vanguardistas que incrementan la calidad en la interacción entre particulares y estimulan el desarrollo socioeconómico del Estado; desde que los mecanismos alternos fueron agregados a la agenda nacional e internacional en correlación a los derechos humanos y al control convencional y constitucional, no hemos sido ajenos a su regulación y actualmente contamos con una Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias y un Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias del Poder Judicial del Estado.
Los Medios Alternos de Solución de Controversias son, junto con la jurisdicción, la forma en que el Estado Mexicano garantiza a la población el derecho de acceso a la justicia, por un lado, a través del proceso jurisdiccional se puede contender, litigar, para intentar obtener una resolución que adjudique la solución del conflicto a un juez; y por otro lado, a través de los mecanismos alternativos se puede acceder a soluciones justas que pongan fin a la controversia, a través de procedimientos como la mediación, en la que la obtención de la solución de los conflictos provenga en mayor parte a la voluntariedad de los usuarios.

La Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias establece que los acuerdos alcanzados a través de la mediación puedan alcanzar la categoría de la cosa juzgada a través de un acuerdo administrativo de validación que emite quien dirija el Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias del Poder Judicial, empero el Código Adjetivo Civil no establece un procedimiento a través del cual se pueda ejecutar ese acuerdo que ha alcanzado la calidad de sentencia firme, y si bien muchos de los acuerdos de mediación se cumplen voluntariamente, lo cierto es que en los casos en que no, la ejecución del mismo podría no encontrar buen puerto en la jurisdicción porque no hemos dotado a los jueces de la materia del procedimiento específico para poder obligar al cumplimiento de los compromisos adquiridos en mediación.

El objetivo de esta iniciativa de reforma de ley, es mantenernos en esa tesitura y fortalecer el cuerpo normativo y las instituciones con las que ya contamos en la actualidad para poder continuar resolviendo conflictos sin entrar a un procedimiento judicial con regulaciones expeditas, simples y eficaces que faciliten al ciudadano usuario de un mecanismo alterno de solución a controversias el poder precisamente lograr materialmente esa solución a sus controversias, manteniendo sano el procedimiento de mediación, reduciendo costos y tratando de ocasionar el menor desgaste entre las partes diferenciándolo de un procedimiento tradicional para de esta manera lograr un incremento sustancial en el uso de dichos mecanismos. 
La necesidad de esta adición al Código Procesal Civil y a la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias ha sido planteada y tiene eco en diversos sectores de la población, entre los que se incluyen integrantes del sector empresarial, abogados litigantes y desde luego el mismo Poder Judicial a través del Centro de Medios Alternos de Solución de Controversias y su director, quienes tienen una opinión homologada respecto a la necesidad de contar con herramientas que faciliten el acceso a la justicia expedita y reduzcan costos judiciales, cuya implementación impacta en la disminución de los asuntos tratados ante los juzgados, reduciendo su carga de trabajo.  

Lo último que debemos hacer es confundir el manejo y conceptos de los mecanismos alternos de solución de controversias o dificultar el acceso de la población a estos; dicha situación sucedería si no apoyamos desde este recinto el evitar que la aplicación de la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias quede sumergida en la laguna de la inoperancia por falta de pequeñas modificaciones en las leyes adjetivas. 
Uno de los principios rectores de estos procedimientos es la flexibilidad. Los medios alternos de solución de controversias son concebidos como un derecho fundamental de los ciudadanos donde existe un interés por parte del Estado para que estos se conduzcan correctamente. Dentro de ello, la norma establece los estándares mínimos que deben cumplirse para permitir que las partes y quien conduce el mecanismo vayan determinando el avance y los movimientos en el proceso adecuando el formato de acuerdo con sus necesidades. 
En el caso concreto la reforma de ley pretende que una vez concluidos los procesos de solución alterna de controversias, resultando en un acuerdo de mediación validado o en un laudo arbitral estos no se hagan de cumplimiento optativo, ya que si bien es cierto las voluntades de las partes son esenciales para que el procedimiento se lleve a cabo, no lo es así para el caso de un incumplimiento de lo pactado en dicho acuerdo de mediación validado o laudo arbitral pronunciado. 
La ley y la reforma buscan resolver conflictos entre particulares sin necesidad de procedimientos extenuantes, la ejecución de lo pactado o pronunciado en el resultado de los procesos de medicación deberá ser en los términos en que las partes en el proceso hayan señalado, contando para los casos del incumplimiento de una de las partes con el poder coercitivo de un juez de primera instancia, que deberá coadyuvar en el proceso en virtud de lo señalado por el artículo 28 de la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de Coahuila de Zaragoza, a través de la vía de apremio contemplada en el artículo 900 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza que señala las “Reglas generales en la ejecución de sentencias y convenios. Procede la vía de apremio, siempre que se trate de la ejecución de una sentencia o de un convenio celebrado en juicio. En dicha ejecución se observarán las siguientes reglas generales: I. Se llevará a efecto en forma adecuada para que tengan pronto y debido cumplimiento. II. Se procurará no ocasionar al ejecutado molestias o gravámenes innecesarios y que no se traspasen los límites de la resolución que se ejecuta. III. La ejecución únicamente afectará al deudor y a su patrimonio, y no a terceras personas, cuyos bienes y derechos deberán ser respetados al efectuarla. IV. Se procurará no originar trastornos a la economía llevando a cabo la ejecución en forma tal que permita conservar abiertas las fuentes de producción y de trabajo.”

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente Iniciativa con: 

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO.- SE ADICIONA EL ARTÍCULO 900 BIS AL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 900 BIS. La vía de apremio también será procedente cuando se trate de la ejecución de Acuerdos de Mediación validados y celebrados en los términos de la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias para el Estado de Coahuila de Zaragoza. En dicha ejecución se observarán las reglas del artículo 900 de este Código. 
ARTÍCULO SEGUNDO.- SE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 28 DE LA LEY DE MEDIOS ALTERNOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 28. La eficacia jurídica. Los acuerdos de mediación, conciliación, y evaluación neutral celebrados ante facilitadores del Centro, deberán ser validados por el Director del Centro, con su firma, para contar con la calidad de cosa juzgada y, en caso de incumplimiento, podrán ser ejecutados por esta autoridad mediante una petición por escrito al juez competente, en los términos de las disposiciones legales aplicables. Se exceptúa de lo anterior los acuerdos que sean celebrados en asuntos de orden penal y de justicia para adolescentes, los cuales requerirán de su ratificación ante el juez de control penal para que tengan la calidad de cosa juzgada. 

En Materia Civil, la ejecución de los acuerdos que han alcanzado la calidad de cosa juzgada mediante la validación a que se refiere el párrafo que antecede, se tramitará de conformidad con lo previsto por el artículo 900, 900 Bis, y demás aplicables del Código Procesal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los acuerdos celebrados ante instituciones públicas o privadas estatales o municipales, ante organizaciones sociales o personas físicas, deberán ser remitidos al Centro para ser validados por su director y contar así con la eficacia jurídica a que se refiere este artículo, a excepción de aquellos que sean celebrados ante la instancia o centro de justicia alternativa correspondiente a la Fiscalía General del Estado, cuya validación estará a cargo de su titular, con fundamento en lo que determinen las disposiciones normativas aplicables, sin perjuicio de que los asuntos de orden penal y de justicia para adolescentes deban ser validados por el juez competente.

En todo caso, el cumplimiento de lo acordado en sede ministerial extinguirá el ejercicio de la acción penal, en tanto que aquellos celebrados en el procedimiento penal producirán el sobreseimiento de éste.
T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de mayo de 2018.

DIPUTADA VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA inicIativa con proyecto de decreto PARA que SE ADICIONE EL ARTÍCULO 900 BIS AL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y PARA QUE SE ADICIONE UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 28 DE LA LEY DE MEDIOS ALTERNOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
